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Registro Núm..  L77L/88

AsUti¡TO : Amparo promovido
por don .losé Marf a
Maldonado Nausia.

SOBRE : Auto de la Sal
1o Contenc
Administ,rativo de la
diencia Nacional-, conf
do por Autos de la
Tercera del Tribunal S
Íro,  en ejecución de Se
c ia .

formulado ell 8 de

Antonio GarCfa San

Maldonado Nausfa,

se resumen.

En eI asunto de referencia, Ia SecciÓn ha

dictar el si-guiente

AUTO

I

AIüfECEDENTES

1.-  EI  presente recurso de amparo,

noviembre de L988 por e} Procurador don ,Juan

Miguel y Orueta¡ erl nombre de don ,José Marfa

se funda en los arqumentos que a contlnuación

En L974

ción del- Estado

S C

un

adjudicó

confrat.o

a1

de

recurrent,e por Ia Administra-

adquisición de conmutador de

de
o-
u-
a-
1a
e-
n-
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radio frecuencia y carga artif i-ciaI. Más tarde, Ia Administra-

ción impuso al contratist,a al-gunas modif icaciones, eu€ no se

formallzaron Jurldicamente, pero que Ie obligaron a eJ

una obra más importante y cost,osa que la inicialmente contr

da. A consecuencia de ello, el contrat,ist,a, una vez recibi

obra por la Adninistración de conformidad, reclamó su pa

ante e} silencio de aquella, int,erpuso recurso contenc

administ,rat,ivo, 9u€ fue resuelto por Sentencia de 1a

1a

Y,

Nacional ,  de 28 de enero de 1985.  Esta Sentencia est lmó en

te del recurso, declarando el derecho del recurrente a

sea abonado el importe de la ejecución material de la obr

cargada por Ia Administración con indemnización de daños V

juicios derivados de dicho impago a que Ia demanda se ref

cuya cuantif icación por todos estos conceptos se determin

ejecución de esta Sentencia".  Segr ln el  recurrente,  e l  a

de dicho fallo viene precisado en el considerando primero

1a

r-

" le

en-

per-

e re ,

áen

ance

l a

Sentencia, donde se señal-a que está acreditado que "se

dó aI recurrent,e el diseño y l-a construcción de l-a ade

t , ransmislón b1indada.. . ,  asf  como que este út l t ino l levó a cabo

tal encargo sin que se le haya abonado su precio", FOr 1o que

"ha de concluirse con la afirmación de que la Adninistración

demandada no sóIo viene oblj-gada a abonar dicho precio, sino a

abonarle los deños y perjuicios que se hayan ocasionado por

aquella, a tenor de 1o dispuesto en el artfculo 1L06 del Código

Civil". A juicio del recurrente queda claro que Ia Admj-nistra-

ción estaba obligada a pagar: a) e} diseño de la lfnea; b) su

ejecuclón; c) los daños y perjuicios derivados del impago de
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ambas. Tanbién es claro que Ia condena no lo era a cant, idad lf-

quida
JI

f
I

En 1984, el  recurrente sol ic i tó de la Audiencia,  I  aI
I

amparo del art,. g28 de Ia Ley de Enjuiclamlento Civ1l, /er"I
acordara:  a)  e l  abono por la Administración de 5.292.000 n{se-

I
tas ,  en  concepto  de  d iseño de  1a  l fnea,  y  6 .9L7.400 pesetas l  

" tt

concepto de construcción de l-a misma, todo ello en p""ptu"-il
const,ant,es, más un 1,2,'758 de aquellas cant,idades en concen$p de

/ l
lucro cesante, FOr ser ese eI interés que entonces nasa{p el

t l
Tesoro por los bonos que emitla, más el abono de las 

$lstas
t l

procesales de l-a ejecución. La Sal-a de 1a Audj-encia dio ti{sIa-

do al Abogado de1 Estado de la citada sol-icitud conforme d los
I

arts.  g2g y s iguientes de la Ley de Enjuic iamiento Civ i l , l  s in
I

que aquel hiciera manifestación alguna en el plazo conce$ido,
I

por 1o eu€, a tenor del art. 930, párrafo segundo de la pfopia

Ley, la l iquidación formulada por la parte recurrente debió ser

aprobada por 1a Sala. En cambio ésta dio un nuevo plazo a la

Administración para que cifrase la cant, idad a pagar. Tras estos

trámites, la Sala dictó Auto, de 3 de noviembre de L984, aquf

impugnado,  f i jando Ia cant idad a abonar  en 5.490.000 pesetas.

más los intereses legales de dicha suma, contados desde eI t6

de jul io de L976. Este Auto fue confirmado en apelación y sú-

pl ica respectivamente, por sendos Aut,os de Ia Sal-a Tercera del

Tribunal Supremo, de 2t de abri l  de 1987 y 29 de septiembre de

1988 .
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El recurrente considera que 1os mencionados Autos de

Ia Audiencia y del Tribunal Supremo vulneran los art,s. L4 y

24.L de la Const i tución. El  derecho a la tutela judic ia l  e

t iva reconocido en este últ imo, comprende el derecho a obt

la ejecución de Ias Sentencias en sus propios términos. ste

d f rderecho no se ha cumplldo en el present,e caso. En prlmer 1

porque la Sentencia concedla al recurrente el derecho aI

de la obra realizada, comprendido del diseño de Ia l lnea ¡ de

su construcciÓn, mientras que los Autos de ejecución só 1e

reconocen el pago de uno de esos dos conceptos, aI conc

cant,idad que eI recurrente dice que es aproximadament,e

importe de la factura de diseño. En segundo lugar, ld

condena tanbién a la Administración aI pago

].

Sen

una

1a l

ncia

1a

"indemnización de daños y perjuicios" derivados del impagQ, d€-

clarando en su considerando primero que debfa fi jarse "a ltenor

de Io dj-spuest,os en eI  ar t .  L106 del  Código Civi l " .  No $iendo

Ifquida La cantidad de Ia condena, era aplicable el art. 928 de

Ia Ley de Enjuiciarniento Civil, Pero los Autos recurridos iden-

t , i f ican los "daños y per ju ic ios" con los " intereses legales",

partiendo del error de que la cantidad era lfquida. Por e1 con-

trario, €1 art. 1L06 del Código Civil- exige indemnizar por todo

el menoscabo económico sufrido realmente por e1 acreedor, y por

eso eI art. 928 de la Ley Procesal establece un procedimienfo

contradictorio, df objeto de convertlr en lfquida la condena.

En é1, el recurrente presentó la l iquidación correspondiente,

que no fue objetada por la Administración, Por 1o que t,enfa que

haber sido aut,omáticamente aceptada por e1 órgano judicial. En
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tercer lugar, €1 Auto de la Audiencia Nacional ahora impugnado

igualdad e imparcialidad que deben regj-r todo proceso y fn-

currido en incongruencia a1 ot,orgar menos de 1o aceptado ppr e1

demandado. La falt,a de imparcialidad deriva de que Ia fsala,

contra 1o dispuest,o en eI art. 930 de la Ley de EnJuicia{riento

Clvil dió a la Administración una segunda oportunidad parfl for-
I I

mular alegaciones, abriendo asf una vfa para Ia rectit icapión a

la baja de la cantidad tácitamente aceptada por ésta, €rI l luiola-

ción de los arts. t4 y 24 de Ia Constitución, eü€ no ex-

cusarse, corto pretende hacer aquel Auto, €rI raz6n de 14 espe-

cialidad del proceso contencioso-administrativo, pues l la Ley

que 1o regula no contiene precepto alguno que regule la fonver-

sión en l lquidas de condenas ilfquidas lo que obligaba O apli-

car los arts. 928 y siguientes de La Ley de Enjulciamiefito Ci-

vj-I, cuestión ésta previa a la activación del cumplimifnto de

las Sentencias a que se refiere e1 art. 110 de la Ley .ldrisdlc-

cional. Por r1lt, imo, €1 mencionado Auto y los que 10 confirman,

vulneran el art. L4 de la Constitución, pues se apartan, sin

just,if icación alguna, del- crit,erio de decisión seguido en casos

análogos por el Tribunal Supremo, según eI cual eI momento de

la valoración no es e1 de la producción del año, sino eL del

pago, pues en caso cont,rario l-a depreciación de la moneda i*pe-

dirfa asegurar Ia indemidad de quien ha sufrido el daño y pro-

ducirfa una prima injust,a en favor de la Administración aut,ora

del mismo.
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Por todo ello, se solicita 1a anulación de 1os Autos

recurridos, eI reconocimiento de1 derecho del recurrente a Ia

ej ecución plena de Ia Sentencia referida y el rest,ableclmj*ento

cional debe aprobar la liquidación presentada en su dfa e I

recurrente y no objetada en plazo por la Administ,raclón dpman-

dada, con

miento y

v
clD1as

pago

demás medidas necesarlas para asegurar su

por Ia Administración.

1 i -

Lem-

curso

2.-  Por  prov idencia de esta Sección,  de L9 de d

bre de 1988, se acordó abrir el trámite de admisión del r

de amparo, conforme a 1o dispuesto en el  ar t .  50.3 de

Orgánica del Tribunal Constitucional, €rr virtud de l-a

a Ley

concurrencia del motivo de inadmisión esLablecido en e

50.1 c de la c i t ,ada Ley Orgánica,

i-b1e

ar t , .

El Minist,erio Fiscal alega en este trfunite que no se

ha infr ingido el-  ar t .  24.L de Ia Const i tución en el  presente

caso, porque el órgano judicial interpretó razonablemente los

t,érminos del fallo a ejecutar, 10 que le corresponde en exclu-

siva, y porque es inconsistente Ia alegaclón de incongruencla,

sin que pueda ser examinada la relativa al art. L4 de Ia Cons-

titución, dl no constar que fuera invocado en el momento proce-

sa1 oportuno, Interesa, por ello, la inadmisión de1 recurso de

amparo.
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sustancla, las alegaciones expuestas

sol-icita su admlsión a trámite. {

I I

FUNDAIT,IENTOS iTURIDICOS

1.-  Procede conf l rmar la concurrencia de la caus de

inadmisión indiciariamente advertida en nuestra ant,erior p

dencia,  conforme al  ar t .  50.1 c)  de 1a Ley Orgánj-ca del  T

nal Const,itucional.

1 -

bu-

En efecto, eI recurrente al-ega la infracción del

24.L de Ia Const i tución, 9u€ imputa a Ia supuesta ineje

rt . .

ión

de la Sentencia en sus propios términos. Es cierto eue, pomo

este Tribunal ha declarado reiteradament,e, €1 derecho const[tu-

clonal a }a tutela judiciaL efectiva comprende el de ejecución

de las resoluclones judiciales en sus propios térmlnos. Ocurre,

sin embargo, que en e1 presente caso no se denuncia que la sen-

tencj-a favorable al recurrente no se haya ejecutado en absoluto

o que eI órgano Judicial competente no haya adoptado las medl-

das necesarias para su ejecución. Lo que subyace a l-a demanda

de amparo es tan sólo una discrepancia sobre eI alcance de la

ejecución acordada por los órganos judic ia les,  que eI  recurren-

te considera no ajustado a Ios "propios términos" de Ia ejecu
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tor ia.  A este respecto,  debe Lenerse en cuenta la doctr lna,

igualmente reiterada, de este Tribunal, segúrn la cual no compe-

te al mismo "precisar cuáles sean las decisiones oportuna$ que

en cada caso hayan de adoptarse en eI ejercicio de la potpstad

iur isdiccional  e jecut lva",  n i  "sust l tu i r  a la autor idad [udi-

cla1 en eI cometldo de lnterpretar y fi jar el alcance sus

propios pronunciamientos" (Sentencia L67/87, eu€ cit,a ot,r{s de-

clsiones en el- mismo sentido) , aungue sf Ie corresponde "lvelar

para que tales decisiones se adopten en eI seno deI I pro-

cedimlento de ejecución, de un modo razonablemente cohepente

con el contenj-do de la resolución que haya de eiecuthrse"

( idern).  En consecuencia,  sólo s i  las medidas de ejecución

t,adas fueran arbitrarj,as o manif iesta e irrazonablefiente

disconformes con el contenido del- f all-o a ej ecutar

advertirse Ia lesión de1 mencionado derecho fundamentall. En

caso contrario, la discrepancia con las decisiones del órgano

judicial competente sobre 1a ejecución constituye un problema

de interpretación de1 fallo o de Ia Legalidad ordinaria aplica-

ble para La determinación del alcance de las medidas de ejecu-

ción a adoptar, que no t, iene encaje en esta vfa de amparo cons-

t i tucional .

En el presente caso, €I recurrente entiende que las

resoluciones judicial-es impugnadas no ejecutan efect,ivamente la

sentencia que Ie fue favorable, pues se apartan de los

"térmlnos" de la condena a Ia Adninistración que en e1Ia se

cont,lene. Para eIIo realiza una interpretación del fallo de esa
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sentencia, en relación con uno de sus consÍderandos, deduclendo

que la misma condenó a la Administración aI pago d$ una

cantidad ilfquida correspondiente a tres conceptos: OisJno de
I

la obra, construcción o ejecucÍón materiaL de la misma Vf danos
I

y per iu ic ios,  conforme al  ar t .  1106 del  Código Civi l .  t t t  em-
I

bargo, €n el fal-lo se declara exactamente su derecho a nlr. "le
I

sea abonado eI  importe de Ia ejecución mater ia l  de Ia * t" . . .
I

con indemnización de daños y perjuicios derivados de di-cpo im-

pago". Asf, no sólo no se dice nada en eI fal1o sobre rol* gas-
ti

tos de dlseño, sino eu€, como resulta de la sentencia, e{ recu-
I

rrente no sollcitó en el proceso princlpaf que se Ie abpnaran

dichos gastos,  s ino una cant idad (6,g17.400 pesetas) corrpspon-

d ien te  a l -  cos te  de  la  e iecuc ión  mater ia l  de  la  obra  (5 .4b0.000

pesetas) más los gastos generales de empresa y beneficio fndus-

trial, según La factura que adjunta. E1 auto de la audfencia
I

I
Naclonal lnt,erpretó que la sentencia condenaba al pago \de Ia

ejecución material, segtrn Ia cantldad lfquida fi iada por la

propia parte demandant,e en el  proceso pr incipal  (5.490.000 pe-

setas), que ahora dice el recurrente no saber a qué correspon-

de, por 1o que, €fi cuanto a este concepto, la medida de ejecu-

ción no puede considerarse irrazonable. En cuanto a los "daños

y per ju ic ios",  es c ier to que Ia sentencj-a se remite para su de-

terminación (en el considerando primero, rlo en eI fallo) af

art ,  1L06 del-  Códlgo Civi l .  Est ,e precepto dispone que " la in-

demnización de daños y perjuicios comprende, no sólo el valor

de la pérdida que haya sufrido, sino también eI de Ia ganancia
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que haya dejado de obüener eI acreedor", pero añade "salvo las

dlsposiclones cont,enldas en los artfculos slguient,es".

el Ias,  e l  ar t .  1108 establece que "s i  Ia obl igaclón consis

en eJ pago de una cantidad de dinero, y eI deudor incurrie

tre

t-ere

en

mora, Ia indennización de daños y perjuicios, oo habi pac-

to en contrario, consistirá en e1 pago de l-os intereses

nidos, Y d fa l ta de convenio,  en el  interés legal" .  Este

es el criterio adoptadq por 1a Audiencia para fl jar la

zación de daños y perjuicios. No quiere con ello decirde gue

est,e criterio fuera el único legalmente posible, pero

puede afj-rmarse que est,a decisión fuera arbitraria y carefite de

base legal. Por ot,ra parte, esta decisión se adopta trasl ofr a

las ¡rartes en el procedimlento contradictorio a que se refi ieren

los arts. 929 y siguient,es de Ia Ley de Enjulclamiento Civil,

declarando el auto impugnado que el quantum de los "daños y

perjuicios" no ha sido demostrado en eI misrno, valoración ésta

de los hechos que compete exclusivamente al órgano de ejecución

y que no puede revisar este Tribunal.

2.- El recurrente alega también que en ese procedi-

miento contradictorio no se observó eI principio de igualdad

ent,re las partes,  con infracción de los arts.  t4 y 24 de Ia

Const i tución, pues el  ar t .  930 de la Ley de Enjuic iamient,o Ci-

vil prescribe que si el deudor deja pasar el plazo legal (de1

art. 929 de dicha Ley) sln contestar a la l iquidación present,a
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da por el acreedor, s€ ent,enderá gue presta su conformidad a Ia

misma. Segrln el recurrente, Ia Sala dio un primer trasl

esta l iquidación al Abogado del Estado para que pudiera a[.egar

cuanto estimara conveniente, sin que aquéI hlciera manifpsta-

ción alguna en eI plazo concedido; no obstante Io cual op,orgó

posterlormente a Ia Administración un nuevo plazo para r-

s€,  en su caso, a la l iquidación presentada por el  acrepdor.

Pero est,a alegación tampoco es at,endible. De las proplas i -

festaci-ones del recurrente y del auto de Ia Audiencia Naqlional

se deduce eu€, en un primer moment,o. ld Sala no dio tr

la Administración, a 1os efectos prevenidos en el art '.

Ia Ley de Enjulciarniento Civil, sfno eüe, conforme aI arq. 110

de la Ley de üurlsdicción Contencioso-Admlnlstrat,iva, se ldlri-

gió a Ia Administración para activar el cumplimlento del {a11o,

iniciándose eI procedimiento de liquidación una vez que 1á pro-

pia Adrninistraclón responde estar pendiente de que se cuant,lf i-

gue la cantidad a abonar. Este proceder no es contrario a la

igualdad de las partes en eI proceso. Pero, €rI cualquier caso,

es evidente que t,ant,o acreedor como deudor pudieron alegar por

igual 1o gue a su derecho convenla y que no se causó la

indefensión de aquél en eI procedirniento incidental, por Io que

Ia eventuar infracción de una norma procesal, como la del art ' '

930 de la Ley de Enjulc iamiento Civ i l ,  carece en este caso de

dimensión const,itucional .



, t .

*@*
f,ffifl
HIUWH

TRIBUNAL
CONSTIIUCIONAL

- t2 -

0337624

3.- Por úrlt imo, e1 recurrente considera infringido

también el art. L4 de la Const,itución, porque eI auto impugnado

no fi ja la cuantfa de Ia deuda de la Adminlstración en pesetas

const,antes , rompiendo asf , s j.n J ustif icaclón alguna, €I

criterio general est,ablecido en numerosas sentencias de1

Tribunal Supremo. Pero el caso es que esta pretensión no se

contenfa en la demanda principal, que cuant.ificaba la deuda en

una cantldad fi ja, sino que se formula só1o en el- incident,e de

ejecución. En este sentido, falta un térnino de comparaclón

adecuado, pues el- recurrente no cita ningrln auto de ejecución

en eI eüe, partiendo de hechos semejantes, s€ l legue a

conclusiones contrarias. Todo eIIo sin prejuzgar la cuestión,

de mera legalidad ordinaria, de si la pretensión de l iguidar

una deuda en pesetas constantes puede o no deducirse en trámite

de ejecucj-ón cuando no se ha formulado en Ia demanda principal.

Por 1o expuesto, la Sección acuerda Ia inadmisión del

presente recurso de amparo y el archivo de 1as actuaciones.

Madrid, a cinco de Junj-o de mil novecientos ochenta y

nueve.

) L*-€*'{iJ--r}


